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Accionante: Adolfo León Zuluaga Giraldo  
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Decisión: Declara improcedente


El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DERECHO A LA IGUALDAD / RECONOCIMIENTO DE UNA PRIMA / REEGISTRADOR DE INSTRUMENTOS PÚBLICOS / PRINCIPIO DE SUBSIDIARIEDAD / IMPROCEDENCIA DE LA TUTELA PARA IMPUGNAR NORMAS LEGALES / EXCEPCIONES / PERJUICIO IRREMEDIABLE.
… es pertinente mencionar que el inciso 3º del artículo 86 de nuestra Constitución, en concordancia con los artículos 6º y 8º del aludido Decreto 2591 de 1991, indican que la acción de tutela es un mecanismo subsidiario y residual que no procede cuando al accionante le asiste otro mecanismo de defensa, salvo que se logre evidenciar dentro de la petición que este último resultaría ineficaz y poco idóneo frente a la afectación de los derechos invocados, o que de procederse a él, se estaría poniendo al solicitante ante el riesgo de sufrir un perjuicio irremediable.
La acción de tutela no es, por tanto, un medio alternativo, ni menos adicional o complementario para alcanzar el fin propuesto, ya que su naturaleza, según la Constitución, es la de único medio de protección, precisamente incorporado a la Carta con el fin de llenar los vacíos que pudiera ofrecer el sistema jurídico para otorgar a las personas una plena protección de sus derechos esenciales. Por manera que si estos presupuestos no se satisfacen por la parte demandante, es inviable estudiar de fondo las pretensiones del actor en sede constitucional.
… vemos que el accionante pretende atacar por medio de este excepcional mecanismo el contenido de un Decreto expedido por el Gobierno Nacional, en el ejercicio de sus facultades legales, concretamente el Decreto 1327 de 2020. Sin embargo, debe advertir esta Sala de Decisión que ello no es posible, porque si bien en algunos excepcionales y estrictos casos es posible que los Jueces en diversos escenarios, incluido el de la acción de tutela, realicen lo que se conoce como un control difuso de las normas, equivalente a la aplicación del control de constitucionalidad por vía de excepción, por virtud de lo consagrado en el artículo 4 de la Constitución, dicha figura solo procede respecto de casos particulares, subjetivos y determinados, esto es, busca la INAPLICACIÓN de una norma jurídica en un escenario en que la misma resulta manifiestamente lesiva de los intereses o garantías de una persona en un caso puntual…
Es de anotar que la Sala no avizora en cabeza del accionante el riesgo de sufrir un perjuicio irremediable, especialmente porque el Decreto que él pretende atacar en nada le afecta ni le concierne, es evidente no se le está suspendiendo o limitando alguna prestación o algún derecho, todo lo contrario, continuará percibiendo mensualmente el mismo salario que ya veía devengando…
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ASUNTO:
Procede la Colegiatura a resolver lo que en derecho corresponda, con ocasión de la acción de tutela promovida por parte del señor ADOLFO LEÓN ZULUAGA GIRALDO en contra de la PRESIDENCIA DE LA REPÚBLICA y otros.
ANTECEDENTES FÁCTICOS:
Narró el accionante que él funge como servidor público de la Planta Global de Empleos de la Superintendencia de Notariado y Registro, nombrado desde el 1º de junio de 2016, como Registrador seccional de Instrumentos Públicos de Santuario, Risaralda Código: 0192 Grado: 10.

Que el Presidente de la República de Colombia, en desarrollo de las normas generales señaladas en la ley 4ª de 1992, expidió el Decreto 1327 del 3 de octubre de 2020, por el cual crea la prima de actividad para los servidores de la Superintendencia de Notariado y Registro pertenecientes a los niveles, asistencial, técnico, y profesional.

Que, según datos de 2019, de los 2230 servidores de la SNR, 1700 servidores laboran en las Oficinas de Registro, entre ellos, los 195 Registradores de Instrumentos Públicos, lo que significa que el 77% de la planta global de la entidad pertenece al nivel desconcentrado, o sea, a las Oficinas de Registro. Servidores que tienen a cargo prestar el servicio registral en todo el país.
Que, según se desprende de lo dicho por la Superintendencia el 24 de agosto de 2020 a la Secretaria de la Comisión Primera Constitucional de la Cámara de Representantes del Congreso, las Oficinas de Registro, en cabeza de los Registradores de Instrumentos Públicos, por la actividad registral van a recaudar en la vigencia 2021 un total de $391.980.949.793 en recursos, dato de productividad que va aparejado a las responsabilidades que se exigen a los servidores de las Oficinas en cabeza de los Registradores, el control del recaudo de esos ingresos, la responsabilidad jurídica del registro y la dirección técnica y administrativa de las Oficinas.
Que la recién creada prima de actividad, propende por el reconocimiento y contraprestación a la mayor actividad impuesta a los servidores de la SNR, en aspectos como el registro de instrumentos públicos inherentes a los procesos de restitución de tierras, catastro multipropósito y licenciamiento urbanístico.

Pero, a pesar de lo anterior, en el Decreto Presidencial brilla por su ausencia la justificación de la discriminación negativa del cargo de Registrador como beneficiario de la Prima de Actividad en la SNR, pese, la inherencia funcional de ese cargo en el desarrollo y responsabilidad de las mayores cargas laborales que se invocan para el reconocimiento de la referida prestación.

Reprocha el accionante que a pesar de las cargas y funciones adicionales asignadas por la Ley en su actividad como Registrador de Instrumentos Públicos, resultó excluido del beneficio de la Prima de Actividad, sin ninguna justificación constitucional o legal, pues se señalaron como beneficiarios exclusivos de la misma a los empleados de los niveles profesional, técnico y asistencial de la SNR, a lo que se debe sumar, que dicho reconocimiento en cabeza de los demás servidores, obedece a lo acordado en una mesa de concertación donde los Ministerios de Justicia y del Derecho y de Trabajo se sentaron con los sindicatos existentes, a esa fecha en la Superintendencia, tales como Sindicato de Trabajadores de Notariado y Registro SINTRANORE, Sindicato de Trabajadores Públicos de la Administración Pública SINDIPUBLICA, Sindicato de Trabajadores de la fe pública SINTRAFEP, sin que se les permitiera a los Registradores  tener voz y voto en dicho diálogo, acordando dejar por fuera a los responsables de la prestación del servicio público registral del reconocimiento de la prima de actividad.

Entonces, con esa determinación Estatal, se han beneficiado los funcionarios sindicalizados y mayoritarios de la planta global; lo que rompe con el principio de igualdad por no cobijar al 100% de la planta global de la SNR, pues excluir determinados cargos es una causal de discriminación que se reclama mediante la presente acción, y que amerita la intervención del juez constitucional, resaltando que esa diferencia e inequidad también se percibe en los salarios que reciben los distintos servidores de la Superintendencia frente a los Registradores.

PRETENSIONES:
De conformidad con los hechos narrados en precedencia, el accionante elevó las siguientes pretensiones: 
“1º.- Se declaren vulnerados los Derechos Constitucionales fundamentales a la igualdad y no discriminación, establecidos en el artículo 13 constitucional, y trasgredido el literal b) del artículo 1 del convenio 111 de 1958 de la Organización Internacional del Trabajo –OIT- ratificado por la Ley 22 de 1967; y quebrantados los artículos 25, 53 y 131 de la norma superior; así como inobservado el principio de derecho “a trabajo igual, salario igual”, y la Ley 4 de 1992 así como el Decreto 2723 de 2014. 
2º.- Como consecuencia de lo anterior solicito: se prodigue amparo de tutela, como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable que se cierne sobre mi derecho a la igualdad y a la no discriminación; ordenando cautelarmente mientras resuelve de fondo la autoridad judicial competente, a los accionados que en el rango de sus competencias, procedan decretar, liquidar y pagar al el suscrito Registrador de Instrumentos Públicos de la SNR, como beneficiario de la PRIMA DE ACTIVIDAD, por el incremento notorio de las funciones asignadas generándose con ello mayores cargas laborales y responsabilidades, derivadas de las funcionas adicionales asignadas por las leyes 1448 de 2011, 1796 de 2016 y 1955 de 2019, a las que hace alusión el Decreto 1327 del 03 de octubre de 2020, como fundamento para el otorgamiento de la mencionada prima de actividad a los funcionarios de la SNR, de los niveles asistencial, técnico y profesional. En otras palabras, porque se cierne sobre mí, como registrador de instrumentos públicos la consumación de un perjuicio irremediable al derecho al trabajo y su reconocimiento, al derecho a la igualdad y al derecho a ser tratada no de forma discriminatoria sin razón que lo justifique.”
Y como pretensiones subsidiarias, las siguientes: 

“1º.- Se declaren vulnerados los Derechos Constitucionales fundamentales a la igualdad y a la no discriminación protegidos por el LITERAL B DEL ARTÍCULO 1 DEL CONVENIO 111 DE 1958 DE LA ORGANIZACIÓN INTERNACIONAL DEL TRABAJO –OIT- RATIFICADO POR LA LEY 22 DE 1967; DECLARACIÓN DE LA OIT RELATIVA A LOS PRINCIPIOS Y DERECHOS FUNDAMENTALES EN EL TRABAJO Y SU SEGUIMIENTO. ADOPTADA POR LA CONFERENCIA INTERNACIONAL DEL TRABAJO EN SU OCTOGÉSIMA SEXTA REUNIÓN, GINEBRA, 18 DE JUNIO DE 1998, ARTÍCULOS 13, 25, 53 Y 131 NORMA SUPERIOR; PRINCIPIO DE DERECHO “A TRABAJO IGUAL, SALARIO IGUAL”, LEY 4 DE 1992 Y DECRETO 2723 DE 2014. 
2º.- Debido a las normas presupuestales que ordenan la devolución de los recursos no ejecutados por las entidades al Tesoro Nacional para cada vigencia, se requiere que se protejan los derechos invocados mediante esta acción de tutela para contener la realización de un perjuicio irremediable. 

3º.- Como consecuencia de lo anterior solicito: se prodigue este amparo de tutela y ordene a las autoridades demandadas hacer extensiva y ordenar la liquidación y pago en forma inmediata a mi favor de la prima de actividad creada mediante el Decreto 1327 de 2020.”
ANTECEDENTES PROCESALES:

1. Admisión y conformación del contradictorio: 

El Despacho sustanciador profirió el auto admisorio de la presente acción en las calendas del 30 de octubre hogaño, mediante el cual ordenó correr traslado del escrito a la Presidencia de la República de Colombia, Ministerio de Hacienda y Crédito Público, Ministerio de Justicia y del Derecho, Departamento Administrativo de la Función Pública, y Superintendencia de Notariado y Registro para que ejercieran sus derechos de defensa y contradicción. 
2. Intervenciones: 

Una vez surtida la notificación a los involucrados, se recepcionaron las siguientes contestaciones: 
i. El Dr. Armando López Cortés, Director Jurídico del Departamento Administrativo de la Función Pública, refirió que esa Oficina ninguna injerencia tiene en los hechos narrados en la demanda de tutela. 
Sin embargo, expuso que en este asunto no se cumplen los presupuestos para la procedibilidad de la tutela, toda vez que el numeral 5º del artículo 6º del Decreto 2591 de 1991, consagra que la acción de tutela no prosperará para controvertir actos de carácter general, impersonal y abstracto, como lo es el Decreto 1327 de 2020, Por el cual se crea la prima de actividad para los servidores de los niveles técnico, asistencial y profesional vinculados a la Superintendencia de Notariado y Registro, a lo que se debe aunar el hecho de no encontrarse acreditada la presencia de un perjuicio irremediable, pues no se arrimó prueba ni siquiera sumaria que acreditara por ejemplo una afectación al mínimo vital del accionante, quien se encuentra vinculado a la Superintendencia de Notariado y Registro devengando sus salarios y demás prestaciones legales. Por otra parte, el señor Adolfo León tiene a su alcance otros mecanismos de defensa judiciales ante la jurisdicción contencioso administrativa, todo lo cual conspira para que no se deba conceder la solicitud de amparo que reclama.
Expuso que los literales e) y f) del numeral 19 del artículo 150 de la Constitución Política, facultan al Congreso de la República para dictar las normas generales para que el Gobierno Nacional fije el régimen salarial y prestacional de los empleados públicos, de los miembros del Congreso Nacional y de la Fuerza Pública y regule el régimen de prestaciones sociales mínimas de los trabajadores oficiales, de conformidad con los objetivos y criterios señalados en la ley; de igual manera, la Ley 4 de 1992 fijó las normas, criterios y objetivos que debe observar el Gobierno Nacional para fijar el régimen salarial y prestacional de, entre otros, los empleados públicos de la Rama Ejecutiva Nacional; y finalmente, la Ley 4º de 1992 en el artículo 2º señala los principios y criterios que el Gobierno debe tener en cuenta para fijar el régimen salarial y prestacional de los servidores.
Explicó que la creación de la Prima de Actividad, busca mejorar la situación económica de los sujetos destinatarios de esta, quienes se encuentran en una situación diferente a la de un servidor en el cargo de Registrador Seccional de Instrumentos Públicos, como es el caso del accionante, lo que permite dar un tratamiento diferente a este grupo, sin que por esa razón se estén vulnerando derechos de otros servidores y menos transgredir el principio de igualdad.
Así las cosas, pidió que se declare la improcedencia de la presente acción. 

ii. La Dra. Carolina Jiménez Bellicia, delegada judicial del Ministerio de Hacienda y Crédito Público, expuso que de ninguna manera la acción de tutela puede ser utilizada para debatir o cuestionar el contenido del Decreto 1327 del 3 de octubre de 2020, pero, de cualquier modo, la labor de esa Cartera Ministerial en la expedición del mismo, se limitó a expedir conceptos sobre las viabilidades presupuestales solicitadas por la Superintendencia de Notariado y Registro y el Departamento Administrativo de la Función Pública. 

Por otro lado, argumentó que en este trámite está desacreditado el presupuesto de la subsidiariedad para su procedencia, en especial cuando no se avizora la presencia de un perjuicio irremediable.   
Pidió que se declare la improcedencia de la presente acción constitucional y se desvincule de la misma al Ministerio de Hacienda y Crédito Público 

iii. La Dra. María Juliana Obando Asaf, apoderada Presidente de la República y del Departamento Administrativo de la Presidencia de la República, sostuvo que en este asunto no se cumple la regla de procedibilidad de la tutela denominada subsidiariedad, porque el accionante puede acudir al medio de control de nulidad consagrado en el artículo 137 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, habilitado para efectuar un eventual juicio de legalidad y expulsar del ordenamiento jurídico el Decreto No. 1327 de 2018. 
Por otra parte, argumentó que las Dependencias que representa carecen de legitimación por pasiva en esta causa. 

vi. El Dr. Jorge Humberto Serna Botero, Director Jurídico del Ministerio de Justicia y del Derecho, expuso que esa Oficina no ha intervenido en los hechos y mucho menos en las situaciones que expone el accionante como causantes de la vulneración a sus derechos fundamentales, ya que la génesis que dio paso a esta controversia, surge de su equivocada idea que los derechos y beneficios incorporados en el Decreto 1327 de 2020 “prima de actividad”, le son aplicables, según su precepción, sin verificar las verdaderas razones y condiciones requeridas para aplicar dicha normativa.

Dijo que el actor lo que busca es la aplicación por medio de vía de acción de tutela de unos apartes normativos de un Decreto, cuya validez constitucional y legal, de acuerdo con lo que dispone el ordenamiento jurídico vigente, se determina por los cauces ordinarios de la jurisdicción contencioso administrativa, medios a los cuales el accionante debe acudir para reclamar sus derechos.
Además, en este asunto hay varias causales de improcedencia de la tutela, como la existencia de otros mecanismos de defensa judicial, y el hecho de controvertirse un acto general, impersonal y abstracto. 

Lo que sí aclaró, es que si se presentó distinción entre los niveles técnico, asistencial o profesional y directivos, ello se debió a la necesidad del beneficio de la prima de actividad y su motivación tiene su causa en el reconocimiento del incremento notorio de las funciones asignadas a los servidores de estos niveles de la Superintendencia de Notariado y Registro, sin que se pueda predicar la presencia de trato desigual.

Pidió su desvinculación de este asunto. 

v. La Dra. Daniela Andrade Valencia, Jefe de la Oficina Asesora Jurídica de la Superintendencia de Notariado y Registro, sostuvo que la presente acción no cumple con el presupuesto de la subsidiariedad para la procedencia de la tutela, aunado a lo cual, la vulneración alegada nunca tuvo lugar. Además, precisó que los actos administrativos, entre los que se encuentran incluidos los Decretos Presidenciales, gozan de presunción de veracidad. Resaltó que la Superintendencia no se encuentra en la posibilidad jurídica de darle una interpretación o una aplicación diferente a lo ordenado por el Decreto 1327 de 2020, en el sentido de extender sus efectos a funcionarios que ocupen un empleo de nivel diferente a los allí dispuestos. 
De igual manera, exaltó que, si se presentó distinción entre los niveles técnico, asistencial o profesional y directivos, se debió al reconocimiento del incremento notorio de las funciones asignadas a los servidores de esos niveles de la Superintendencia de Notariado y Registro, sin que se pueda predicar desigualdad. 

CONSIDERACIONES DE LA SALA:

1. Competencia: 

La Colegiatura se encuentra funcionalmente habilitada para decidir en primera instancia la presente acción, de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 2.2.3.1.2.1 del Decreto 1069 de 2015, modificado por el artículo 1º del Decreto 1983 de 2017. 

2. Problema Jurídico: 

Acorde con los planteamientos propuestos por el accionante en el libelo petitorio, le corresponde a la Colegiatura determinar si la acción de tutela puede fungir como herramienta para realizar un estudio de constitucionalidad frente al Decreto 1327 de 2020, de manera que se concluya si dicha norma es violatoria del derecho a la igualdad de quienes no fueron cobijados en ella.  
3. Solución: 

La acción de tutela consagrada en el artículo 86 Superior, reglamentada por el Decreto Ley 2591 de 1991, es el mecanismo judicial creado por el legislador para brindar a los ciudadanos colombianos la posibilidad de acudir sin mayores requerimientos a la protección directa e inmediata de los derechos fundamentales transgredidos por la acción o la omisión de las autoridades públicas, o de los particulares en los casos expresamente previstos en la ley, lográndose así que se cumpla uno de los fines del Estado, cual es garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en la Constitución. 
Sin embargo, es pertinente mencionar que el inciso 3º del artículo 86 de nuestra Constitución, en concordancia con los artículos 6º y 8º del aludido Decreto 2591 de 1991, indican que la acción de tutela es un mecanismo subsidiario y residual que no procede cuando al accionante le asiste otro mecanismo de defensa, salvo que se logre evidenciar dentro de la petición que este último resultaría ineficaz y poco idóneo frente a la afectación de los derechos invocados, o que de procederse a él, se estaría poniendo al solicitante ante el riesgo de sufrir un perjuicio irremediable.

Frente al tema ha dicho la Corte Constitucional: 

“Entendida de otra manera, la acción de tutela se convertiría en un escenario de debate y decisión de litigios, y no de protección de los derechos fundamentales. Al respecto, en la sentencia T-406 de 2005, la Corte indicó:

 
“Según esta exigencia, entonces, si existen otros medios de defensa judicial, se debe recurrir a ellos pues de lo contrario la acción de tutela dejaría de ser un mecanismo de defensa de los derechos fundamentales y se convertiría en un recurso expedito para vaciar la competencia ordinaria de los jueces y tribunales.  De igual manera, de perderse de vista el carácter subsidiario de la tutela, el juez constitucional, en este ámbito, no circunscribiría su obrar a la protección de los derechos fundamentales sino que se convertiría en una instancia de decisión de conflictos legales.  Nótese cómo de desconocerse el carácter subsidiario de la acción de tutela se distorsionaría la índole que le asignó el constituyente y se deslegitimaría la función del juez de amparo.”

Puntualizando, se puede indicar que, de acuerdo con el principio de subsidiariedad de la acción de tutela, ésta resulta improcedente cuando es utilizada como mecanismo alternativo de los medios judiciales ordinarios de defensa previstos por la ley. Sin embargo, en los casos en que existan medios judiciales de protección ordinarios al alcance del actor, la acción de tutela será procedente si el juez constitucional logra determinar que: (i) los mecanismos y recursos ordinarios de defensa no son suficientemente idóneos y eficaces para garantizar la protección de los derechos presuntamente vulnerados o amenazados; (ii) se requiere el amparo constitucional como mecanismo transitorio, pues, de lo contrario, el actor se vería frente a la ocurrencia inminente de un perjuicio irremediable frente a sus derechos fundamentales; y, (iii) el titular de los derechos fundamentales amenazados o vulnerados es sujeto de especial protección constitucional.

 

La jurisprudencia constitucional, al respecto, ha indicado que el perjuicio ha de ser inminente, esto es, que amenaza o está por suceder prontamente; las medidas que se requieren para conjurar el perjuicio irremediable han de ser urgentes; no basta cualquier perjuicio, se requiere que este sea grave, lo que equivale a una gran intensidad del daño o menoscabo material o moral en el haber jurídico de la persona; la urgencia y la gravedad determinan que la acción de tutela sea impostergable, ya que tiene que ser adecuada para restablecer el orden social justo en toda su integridad.”

 
En ese orden de ideas, el Juez de tutela debe ser inflexible al exigir el requisito de procedibilidad denominado residualidad, porque el mismo va dirigido a que exista completa armonía y división de las respectivas competencias que se han distribuido dentro de la Rama Judicial como uno de los poderes públicos.

La acción de tutela no es, por tanto, un medio alternativo, ni menos adicional o complementario para alcanzar el fin propuesto, ya que su naturaleza, según la Constitución, es la de único medio de protección, precisamente incorporado a la Carta con el fin de llenar los vacíos que pudiera ofrecer el sistema jurídico para otorgar a las personas una plena protección de sus derechos esenciales. Por manera que si estos presupuestos no se satisfacen por la parte demandante, es inviable estudiar de fondo las pretensiones del actor en sede constitucional.
En ese sentido, vemos que el accionante pretende atacar por medio de este excepcional mecanismo el contenido de un Decreto expedido por el Gobierno Nacional, en el ejercicio de sus facultades legales, concretamente el Decreto 1327 de 2020. Sin embargo, debe advertir esta Sala de Decisión que ello no es posible, porque si bien en algunos excepcionales y estrictos casos es posible que los Jueces en diversos escenarios, incluido el de la acción de tutela, realicen lo que se conoce como un control difuso de las normas, equivalente a la aplicación del control de constitucionalidad por vía de excepción, por virtud de lo consagrado en el artículo 4 de la Constitución, dicha figura solo procede respecto de casos particulares, subjetivos y determinados, esto es, busca la INAPLICACIÓN de una norma jurídica en un escenario en que la misma resulta manifiestamente lesiva de los intereses o garantías de una persona en un caso puntual, esto es, porque esos distintivos circunstanciales ameritan la imposición de la regla de excepción, además, es imprescindible que la normativa en cuestión en verdad tenga la entidad de generar o crear efectos jurídicos que perjudiquen de alguna manera al sujeto pasivo. Sin embargo, ello a su vez nos quiere decir que hay una divergencia entre la inaplicación de un articulado existente, y la pretensión del accionante de crear o modificar en favor suyo, de manera diferenciada y disímil el tenor literal de la norma vigente, puesto que los Jueces de tutela no tenemos capacidad legislativa. 
Además, el control de constitucionalidad del que venimos hablando, no es análogo ni se acerca siquiera a la potestad que sí le asiste en casos como el presente al Consejo de Estado a través del medio de control de nulidad por dicha causal, en virtud de lo dispuesto en el numeral 2º del artículo 237 Superior, el numeral 9º del artículo 27 de la Ley Estatutaria de Administración de Justicia (270 de 1996), y numeral 5º del artículo 111 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo (Ley 1437 de 2011) para revisar los Decretos dictados por el Gobierno, cuya revisión no le compete a la Corte Constitucional: 
“ARTICULO 237. Son atribuciones del Consejo de Estado:

(…) 2. Conocer de las acciones de nulidad por inconstitucionalidad de los decretos dictados por el Gobierno Nacional, cuya competencia no corresponda a la Corte Constitucional.” 

Quiere decir lo anterior, que al accionante le asisten otros mecanismos de defensa judicial para deprecar las pretensiones formuladas en este trámite de índole excepcional, el cual, de ninguna manera funge como herramienta alternativa para evadir los trámites ordinarios con que cuenta la judicatura, tan solo para obtener resultados más rápidos.  
Es de anotar que la Sala no avizora en cabeza del accionante el riesgo de sufrir un perjuicio irremediable, especialmente porque el Decreto que él pretende atacar en nada le afecta ni le concierne, es evidente no se le está suspendiendo o limitando alguna prestación o algún derecho, todo lo contrario, continuará percibiendo mensualmente el mismo salario que ya veía devengando, y no puede pretender que por vía de tutela se le asigne una mejora o prima adicional porque la acción de amparo fue consagrada como herramienta de urgencia para la salvaguarda de los derechos fundamentales que en verdad tengan la facultad de lesionar significativamente los primarios derechos de una persona. 
Acorde con lo dicho, la Sala no accederá a las pretensiones formuladas por el accionante, sino que la solicitud de amparo se habrá de declarar improcedente. 

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por la autoridad conferida en la ley,

RESUELVE:

PRIMERO: DECLARAR LA IMPROCEDENCIA de la solicitud de amparo constitucional deprecada por el señor ADOLFO LEÓN ZULUAGA GIRALDO en contra de la PRESIDENCIA DE LA REPÚBLICA y otros, de acuerdo con las razones expuestas en la parte motiva de esta decisión. 

SEGUNDO: Se ordena notificar esta providencia a las partes por el medio más expedito posible, de conformidad con el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991. En caso de no ser objeto de recurso se ordena remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

LUZ STELLA RAMÍREZ GUTIÉRREZ
Magistrada
� Corte Constitucional, sentencia T-177 de 2011, M.P. Dr. Gabriel Eduardo Mendoza Martelo. 
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